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APORTES DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE COLOMBIA SOBRE EL ACCESO A LA JUSTICIA, DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.
26 de Abril de 2017
Realizado por la Delegada para la Salud, la Seguridad Social y la Discapacidad de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

Colombia como estado parte de la Convención para los derechos de las personas con discapacidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, expidió la ley 1346 de 2006 mediante la cual se dio aprobación mencionada convención y posteriormente se expidió la ley estatutaria 1618 de 2013 que estableció las disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad

En cuanto a las medidas adoptadas para la garantía del ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad, la Ley 1618 contempla en su artículo 21: “Acceso a la justicia. El Estado garantizará el acceso a la justicia de las personas con discapacidad, en concordancia con el artículo 13 de la Ley 1346 de 2009. Para garantizar el ejercicio efectivo de acceso a la justicia el Ministerio de Justicia y del Derecho, en alianza con el Ministerio Público, los organismos de control y la rama judicial, deberán garantizar el acceso de las personas con discapacidad en todos los programas de acceso a la Justicia. Para ello, adoptará entre otras, las siguientes medidas: 
 
1. El Ministerio de Justicia y del Derecho, y la rama judicial, deberá implementar programas de formación y gestión para la atención de casos de violación a los derechos de las personas con discapacidad, que involucren a jueces, auxiliares de justicia, casas de justicia, centros de conciliación, comisarías de familia, personerías, entre otros. Así mismo implementará programas de formación orientados a la comprensión de la discapacidad y la forma de garantizar la cabal atención y orientación a las personas con discapacidad, facilitando los servicios de apoyo requeridos para garantizar en igualdad de condiciones con las demás personas el acceso a la Justicia. 
 
2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, en alianza con el Ministerio Público y las comisarías de familia y el ICBF, deberán proponer e implementar ajustes y reformas al sistema de interdicción judicial de manera que se desarrolle un sistema que favorezca el ejercicio de la capacidad jurídica y la toma de decisiones con apoyo de las personas con discapacidad, conforme al artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas. 
 
3. El Gobierno Nacional desarrollará un proyecto de fortalecimiento y apoyo a las organizaciones de y para personas con discapacidad en todo el país, para dar a conocer sus derechos y la forma de hacerlos efectivos. 
 
4. Las Instituciones de educación superior que cuenten con facultades de derecho y consultorios jurídicos, deberán desarrollar programas de formación y apoyo al restablecimiento de derechos de las personas con discapacidad. 
 
5. El Gobierno Nacional junto con las organizaciones nacionales e internacionales, realizará campañas de respeto hacia las personas con discapacidad, otorgando espacios a autogestores que hablen de sus experiencias conforme a la Ley 1346 de 2009.”
En cumplimiento de la misma, el  Ministerio de Justicia y del Derecho después de un trabajo interinstitucional en el que participaron entre otros, La Defensoría del Pueblo, La Procuraduría General de la Nación, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Superintendencia de Notariado y Registro y la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla,  adelantó un programa de formación en Discapacidad para operadores de Justicia, que contaba con una intensidad de Ochenta (80) horas y dentro de los ejes temáticos se resaltan: i)Accesibilidad en los servicios judiciales y ajustes razonables  (Accesibilidad - Ajustes razonables - Ajustes razonables en materia procesal), ii) Derecho a la capacidad jurídica de Personas con Discapacidad (El derecho a la capacidad jurídica y la interdicción en Colombia -Transición de un modelo sustitutivo a un modelo de toma de decisiones con apoyo), iii) Acceso a la Justicia para personas con discapacidad (Derecho a presentar denuncias - Derecho a comparecer como testigo).

Resultado del ejercicio realizado, se emitió la “GUIA DE ATENCION A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL ACCESO A LA JUSTICIA”, la cual puede ser consultada en el link: 

https://www.minjusticia.gov.co/Portals/0/Ministerio/Rundis/versi%C3%B3n%20final%20diagramado.pdf 
Por otra parte, La ley estatutaria 1618 de 2013, en el título IV, capitulo II “De la Participación ciudadana de personas con discapacidad” contempla:

“Artículo  22. Participación en la vida política y pública. La participación en la gestión administrativa se ejercerá por las personas con discapacidad y por sus organizaciones en los términos de la Constitución Política, la Ley 134 de 1994 y demás normas que desarrolla el inciso segundo del artículo 103 de la Constitución Política, y los artículos 29 y 33, entre otros, de la Ley 1346 de 2009. Para el efecto, el Ministerio del Interior deberá dictar medidas que establezcan los requisitos que deban cumplirse para la creación y funcionamiento de las Organizaciones de personas con discapacidad que representen a las personas con discapacidad ante las instancias locales, nacionales e internacionales, así como las medidas que deben adoptarse para su fortalecimiento y el aseguramiento de su sostenibilidad y de la garantía de su participación plena y efectiva en la adopción de todas las decisiones que los afectan. 

 Las alcaldías municipales y locales deberán implementar programas especiales de promoción de acciones comunitarias, servicios de apoyo de la comunidad y de asistencia domiciliaria y residencial, que faciliten la integración, relación y participación de las personas con discapacidad con los demás ciudadanos, incluida la asistencia personal para facilitar la vida digna, evitando el aislamiento, garantizando el acceso y la participación según sus necesidades.” 

Finalmente, es de resaltar que se encuentra en curso “Proyecto de ley Por medio de la cual se establece el régimen para el ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad mayores de edad” 


